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Prólogo


 Es un dato objetivo que no admite discusión que el número de personas que viajan anualmente en avión alrededor del mundo alcanza la cifra aproximada de 4.000 millones, mientras que en España asciende a casi 250 millones. Estas cifras son suficientes por sí mismas para poner de relieve la importancia del transporte aéreo de pasajeros en la economía global en que vivimos, lo que a su vez explica la conveniencia de una obra como ésta que estudia los aspectos jurídico-privados más relevantes de este sector del transporte. Evidentemente, son muchas las cuestiones legales que se plantean en relación con el transporte aéreo de pasajeros, y no todas ellas podrían ser tratadas con rigor suficiente en una obra con la extensión de este libro que el lector tiene entre sus manos. Es por eso que el autor, con buen criterio, ha circunscrito su estudio a las materias propias del Derecho privado, y, en particular, a la protección de los consumidores-pasajeros. En efecto, las normas de protección de los pasajeros y las normas de protección de los consumidores guardan entre sí grandes paralelismos que obligan a tener ambas en cuenta de forma simultánea. Ello no quiere decir que las primeras sean simplemente una aplicación concreta de las segundas, ya que no protegen únicamente al contratante que ostenta la condición jurídica de «consumidor», pero el fundamento de unas y otras es muy similar.

De los consumidores en general se ha venido destacando desde hace décadas su posición de debilidad frente a los empresarios, en particular por el hecho de disponer de un menor nivel de información, y de poseer asimismo un poder de negociación más limitado. Se han constatado así los denominados «fallos de mercado», que han llevado a los poderes públicos a recomendar una cierta regulación destinada a que el mercado reconozca de forma más adecuada los legítimos intereses de los consumidores. Y, en este contexto, se ha venido argumentando que las normas de protección de los consumidores generan en ellos la confianza necesaria para promover la actividad económica, tanto a nivel nacional como, sobre todo, en el marco de la Unión Europea. Algo similar podría predicarse también de los pasajeros. Del mismo modo ellos parecen encontrarse en una posición de debilidad frente a los transportistas, a lo que se añade que los percances sufridos en el transcurso de una operación de transporte pueden afectarles lejos de su lugar de residencia, quizás en un país cuyo idioma y costumbres desconocen, lo que genera tensión e incertidumbre, empeorando en definitiva su situación. Los fallos del mercado que se observan en general en el ámbito de la protección de los consumidores también se identifican en el sector específico del transporte aéreo de pasajeros. Todo lo cual explica que intentar infundir confianza en los viajeros es un objetivo que pretende todo legislador, en especial el de la Unión Europea, ya que facilitar el movimiento de las personas en el territorio europeo —en este caso, por vía aérea— contribuye a tender puentes y a desarrollar el mercado interior.

Dicho todo lo anterior, la presente obra ofrece un análisis detallado de muchos de los desafíos que plantea el transporte aéreo de pasajeros para el Derecho privado, desafíos a los que se ha hecho frente mediante diversas normas a nivel español y, sobre todo, a nivel internacional. La incidencia práctica de las cuestiones tratadas aquí resulta innegable. Dado el aumento extraordinario de los desplazamientos internacionales, es evidente la necesidad de estudiar temas como los relativos a la competencia judicial internacional y a la ley aplicable al contrato. Por otra parte, en la medida en que los contratos de transporte aéreo de pasajeros son contratos de adhesión, no negociados, y que los viajeros ostentan a menudo la condición de consumidores, se analizan de igual modo las normas dirigidas a controlar que las cláusulas contractuales sean transparentes y no resulten abusivas en perjuicio del contratante débil. Puesto que los contratos de viaje combinado suelen tener como uno de sus servicios turísticos el transporte, resulta también necesario incluir un capítulo sobre ellos, si bien dicho capítulo tiene una menor extensión que los restantes, precisamente porque el viaje combinado va más allá de un servicio de traslado de pasajeros y de su equipaje.

Lógicamente, esta obra debía analizar en profundidad la responsabilidad del transportista por los daños causados en el curso de la prestación de un servicio de transporte aéreo, pues las denegaciones de embarque, las cancelaciones, los retrasos, las pérdidas de equipaje —así como su destrucción y los daños al mismo—, y los daños en caso de accidentes, constituyen los percances que afectan más a menudo a los pasajeros del transporte aéreo. Este libro responde a tales circunstancias estudiando con detalle el Reglamento (CE) núm. 261/2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos, así como los Convenios de Montreal y de Varsovia, sin olvidar tampoco la propia ley española de navegación aérea, y, por último, las normas sobre responsabilidad por servicios recogidas en el texto refundido de la ley general para la defensa de los consumidores y usuarios, entre otras.

Al llevar a cabo su tarea de estudio y análisis, el autor no ha eludido las reflexiones de carácter teórico y las fuentes doctrinales. Por un lado, porque permiten comprender mejor las normas positivas y las decisiones judiciales. Por otro, porque también ayudan a resolver las cuestiones litigiosas de la práctica diaria, ya que el transporte aéreo da lugar a situaciones tan heterogéneas que resulta imposible que el Derecho positivo proporcione una respuesta clara para todas ellas. No obstante, la obra recoge, como no podía ser de otra manera, numerosa jurisprudencia, tanto española, como del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, precisamente para ofrecer un contenido de tipo práctico que sea útil a abogados, a jueces, y, en general, a todos los implicados en el transporte aéreo de pasajeros. El lector tiene en sus manos una obra seria y rigurosa, bien escrita, que surge de la Universidad, pero que tiene la pretensión de intentar ser útil a todos los sectores interesados en su temática.

Javier Lete Achirica
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Introducción


 La presente obra consiste en un estudio sobre diferentes elementos del transporte aéreo de pasajeros que suscitan importantes controversias jurídicas. Según los datos de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI), el número de pasajeros aéreos a nivel global en el año 2016 se situó muy cerca de los 3.800 millones (1) . De ellos, haciendo una distribución por regiones geográficas, casi mil millones correspondieron a Europa (2) . Por su parte, Aena cifra en casi 250 millones los pasajeros correspondientes al año 2017 (3) . Estos números dan buena cuenta de la importancia del sector del transporte aéreo de pasajeros, y, en consecuencia, de la pertinencia de una obra sobre esta materia.

Además, la tendencia es claramente al alza. Frente a los casi 3.800 millones de pasajeros mundiales en 2016, en el año 2007 eran «solo» 2.462 millones, a lo que hay que añadir que en 2008 y 2009 se produjo un estancamiento como consecuencia de la gran crisis económica sufrida (4) . Por su parte, los aeropuertos españoles tuvieron un tráfico de algo más de 210 millones de pasajeros en 2007 (5) , notándose también en el plano nacional los efectos de la crisis. En 2009, el número de pasajeros en los aeropuertos españoles fue de algo más de 187 millones (6) . Será interesante comprobar el desarrollo de nuevos ingenios como el coche autónomo en los próximos años, y cómo ello puede afectar al transporte aéreo de pasajeros. Y es que los vehículos autónomos, además de cambiar nuestro modo de vida y la propia fisionomía de las ciudades, podrían suponer la eliminación de algunas de las rutas aéreas más cortas. En todo caso, el transporte aéreo seguirá contando con una extraordinaria relevancia.

El mercado del transporte aéreo, entendiendo por «mercado» la interacción de las personas para la satisfacción de sus necesidades e intereses de tipo económico, se proyecta en una amplísima gama de relaciones jurídicas. Este libro gira en torno a una de ellas, cual es la que une a un empresario transportista aéreo con un pasajero que, a menudo, ostentará la condición de «consumidor». Eso no impide que se traten otro tipo de relaciones jurídicas, como, por ejemplo, la que une al consumidor con el detallista o el organizador de un viaje combinado. Pero el foco principal recaerá en las controversias que se suscitan entre los transportistas y los pasajeros.

En este sentido, la mayor parte de la obra está dedicada al análisis del Reglamento (CE) núm. 261/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero de 2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos (7) , así como de la importante jurisprudencia de la Unión Europea que lo interpreta. Este protagonismo resulta totalmente lógico, puesto que dicho texto normativo trata los percances que afectan más frecuentemente a los pasajeros aéreos, y por ende, a los consumidores. De hecho, si se toma, por ejemplo, la obra sobre Derecho del transporte aéreo de Schwenk y Giemulla, podrá constatarse que el capítulo 17 está dedicado, precisamente, a la «protección del consumidor», expresión que le da título. Pues bien, dentro de este capítulo, la cuestión que los autores tratan con mayor detalle es, justamente, el Reglamento citado (8) .

Además del Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos, hay otros textos normativos que gozarán de una mayor o menor importancia a lo largo de la exposición. Sin ánimo de exhaustividad, cabe citar el Convenio para la unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional, ultimado en Varsovia el 12 de octubre de 1929 (Convenio de Varsovia) (9) ; la Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea (LNA) (10) ; el Reglamento (CE) núm. 2027/97 del Consejo, de 9 de octubre de 1997, relativo a la responsabilidad de las compañías aéreas respecto al transporte aéreo de los pasajeros y su equipaje (11) , que originalmente versaba sobre la responsabilidad de las compañías aéreas en caso de accidente y que fue modificado por el Reglamento (CE) núm. 889/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de mayo de 2002 (12) ; el Convenio para la unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional, hecho en Montreal el 28 de mayo de 1999 (Convenio de Montreal) (13) , que intenta modernizar y refundir el Convenio de Varsovia y sus instrumentos conexos —no los deroga ni los reemplaza—; y el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias (TRLGDCU) (14) .

Con relación al Convenio de Varsovia, es preciso incluir alguna aclaración en esta parte introductoria. Este texto normativo ha sido modificado a través de varios protocolos y convenios —aunque no todos ellos han entrado en vigor—, y la combinación del texto original y de tales instrumentos posteriores componen lo que se denomina «Sistema de Varsovia» (15) . España ha ratificado el Convenio de Varsovia, así como el Protocolo de La Haya de 28 de septiembre de 1955 (16) , y los Protocolos de Montreal núm. 1 (17) , núm. 2 (18) , y núm. 4 (19) , los tres de 25 de septiembre de 1975 (el primero de los Protocolos de Montreal opera sobre la versión original del Convenio, mientras que los otros dos lo hacen sobre la versión del Protocolo de La Haya). Todos estos instrumentos han entrado en vigor y son plenamente aplicables. Por el contrario, España no ha ratificado el Convenio de Guadalajara de 18 de septiembre de 1961, ni el Protocolo de Guatemala de 8 de marzo de 1971, ni el Protocolo de Montreal núm. 3 de 25 de septiembre de 1975. Todo ello implica que deberá prestarse atención a la versión del Convenio que resulta aplicable entre dos Estados. Si un Estado solo ha ratificado el Convenio de Varsovia original, y otro solo ha ratificado alguno de sus Protocolos, como por ejemplo el de La Haya, suele considerarse que ambos tienen en común el Convenio primigenio, si bien existe alguna decisión que mantiene que no hay convenio común entre ellos (20) .

El esquema de este libro es el siguiente. El capítulo I se centra en el contrato de transporte aéreo de pasajeros como tal, refiriéndose a los sujetos intervinientes en este negocio jurídico y a los derechos que adquieren y las obligaciones que asumen las partes. También se tratará con cierto detenimiento el precio, que ofrece algunos aspectos de gran interés en el sector estudiado.

El capítulo II estará dedicado a las cuestiones de competencia judicial y de ley aplicable al contrato, tanto desde una perspectiva nacional como, sobre todo, internacional; concluyendo con unas observaciones que sirven de ligazón con el capítulo siguiente.

El capítulo III analiza las condiciones generales de la contratación y las cláusulas abusivas en el transporte aéreo de pasajeros. En este sector económico, los contratos no son negociados, sino contratos de adhesión. Es decir, las cláusulas son elaboradas de antemano por las compañías aéreas, y al otro contratante no le queda más remedio que aceptarlas en bloque si quiere adquirir un billete. En este contexto, el capítulo expone los requisitos formales que deben cumplir las cláusulas no negociadas para formar parte del contrato —el control denominado «de incorporación»—, los requisitos de transparencia que van más allá de una dimensión puramente formal y que, si bien han sido desarrollados en los últimos años especialmente en el marco de los contratos de préstamo, también pueden tener una cierta importancia en el transporte aéreo —el control denominado «de transparencia»—, y las normas sobre cláusulas abusivas que tienen por objetivo garantizar que las cláusulas predispuestas por el empresario no causen un desequilibrio jurídico importante en perjuicio del consumidor —el control «de contenido»—. Con relación a este último, no se hará una exposición detallada de todas las cláusulas del transporte aéreo que suscitan dudas en cuanto a si deben calificarse como abusivas, sino solo ciertas reflexiones sobre algunas de ellas.

El capítulo IV trata de manera sucinta el viaje combinado, un contrato en el que se acumulan varios servicios turísticos principales. Una operación de transporte no es en realidad necesaria para identificar este tipo de contrato, pero, en la práctica, el caso más frecuente es que los servicios que se combinan sean el de transporte y el de alojamiento. En este capítulo se estudiará el régimen normativo contenido en el libro cuarto del TRLGDCU antes de que se transponga la Directiva (UE) 2015/2302 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, relativa a los viajes combinados y a los servicios de viaje vinculados, por la que se modifican el Reglamento (CE) núm. 2006/2004 y la Directiva 2011/83/UE del Parlamento Europeo y del Consejo y por la que se deroga la Directiva 90/314/CEE del Consejo (21) . La derogación de la Directiva 90/314/CEE del Consejo, de 13 de junio de 1990, relativa a los viajes combinados, las vacaciones combinadas y los circuitos combinados (22)  se produce con efectos desde el 1 de julio de 2018, que es la fecha a partir de la cual los Estados miembros deberán aplicar las disposiciones adoptadas para transponer la nueva Directiva.

Los siguientes cuatro capítulos están dedicados al Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos. El capítulo V se proyecta sobre una serie de cuestiones generales, incluyendo, entre otras, el ámbito de aplicación del Reglamento y el plazo para reclamar al transportista por el incumplimiento de sus obligaciones derivadas del texto europeo. También se hace una introducción sobre la Propuesta de reforma del Reglamento (23) . El futuro de esta Propuesta es incierto, pero resulta interesante comparar la regulación hoy en vigor con la recogida en ella. Y no solo por presentar al lector lo que quizás sea la regulación del mañana, sino porque la Propuesta de reforma podría ayudar a interpretar las normas actualmente vigentes, así como a resolver cuestiones que no encuentren solución explícita en éstas.

El capítulo VI analiza los derechos reconocidos por el Reglamento y por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Entre ellos destacan el derecho a una compensación a tanto alzado ante una denegación de embarque, una cancelación o un retraso del vuelo en la hora de llegada, el derecho a obtener una compensación suplementaria para conseguir el resarcimiento de los perjuicios que no se encuentren previstos en el Reglamento, o que, encontrándose previstos, no se vean totalmente reparados mediante la cuantía a tanto alzado anteriormente referida, el derecho a obtener el reembolso del billete o un transporte alternativo hasta el destino final, y el derecho a recibir asistencia y atención.

El capítulo VII examina de manera específica las situaciones de denegación de embarque, cancelación y retraso del vuelo en la salida o en la llegada al destino. Evidentemente, se indicará qué derechos de los anteriormente expuestos surgen en estas situaciones, incidiéndose notablemente en la jurisprudencia de la Unión Europea.

El capítulo VIII estudia la noción de «circunstancias extraordinarias», cuya concurrencia exonera al transportista aéreo de pagar la compensación a tanto alzado prevista en el Reglamento —aunque solo en los casos de cancelación y de retraso en la llegada—. El concepto de «circunstancias extraordinarias» es bastante esquivo y de difícil aplicación en el caso concreto, pero el Tribunal de Luxemburgo ha proporcionado importantes criterios a este respecto, en particular con relación a los problemas técnicos y averías. Otros acontecimientos que pueden dar lugar a circunstancias extraordinarias —no constituyen en sí mismos tales circunstancias, como se explicará—, son los fenómenos meteorológicos y las huelgas, entre otros.

Finalmente, el capítulo IX analiza la responsabilidad del transportista ante determinados daños que no se encuentran cubiertos en el Reglamento al que se dedica la mayor parte de la obra. El foco de atención recaerá en los Convenios de Varsovia y de Montreal, así como, en menor medida, en la ley de navegación aérea, en el Texto Refundido de la ley general para la defensa de los consumidores y usuarios, y en el Reglamento (CE) núm. 2027/97, relativo a la responsabilidad de las compañías aéreas respecto al transporte aéreo de los pasajeros y su equipaje.
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Capítulo I El transporte aéreo de pasajeros como objeto del contrato


 1.  Introducción 

Son muchas las posibles definiciones del contrato de transporte aéreo de pasajeros. Ofreciendo solamente una al lector, cabría decir que se trata de un acuerdo en virtud del cual una persona, denominada transportista, se obliga a trasladar por vía aérea a una o varias personas, denominadas pasajeros, hasta un lugar convenido, a cambio del pago de un precio. Esta definición recoge los dos elementos clave del contrato estudiado, como son la existencia de una operación de traslado geográfico y la onerosidad (1) . Si bien es cierto que el transporte de pasajeros puede ser gratuito, este es, por razones obvias, un tipo de transacción marginal en cuanto a su impacto económico. Aun cuando se hable de transporte aéreo «de pasajeros», también su equipaje (2)  es objeto de transporte. La definición introductoria que se ha ofrecido podría completarse, pues, diciendo que la obligación del transportista es trasladar a los viajeros y su equipaje (3) .

Lo cierto es que, en el transporte internacional, ni el Convenio de Varsovia ni el Convenio de Montreal parecen imponer al transportista la obligación de permitir al pasajero viajar con bultos (4) . Pero, en Derecho español, el primer párrafo del artículo 97 de la LNA señala expresamente que el transportista está obligado a transportar el equipaje «juntamente con los viajeros, y dentro del precio del billete […] con los límites de peso, independientemente del número de bultos, y volumen que fijen los Reglamentos». De forma clara, la ley configura el transporte de equipaje como accesorio al transporte de personas (5) . El tercer párrafo del mismo precepto establece la obligación del transportista de trasladar de forma gratuita en cabina el equipaje de mano, esto es, los objetos y bultos que el viajero lleve consigo, incluyendo aquellos artículos adquiridos en las tiendas situadas en los aeropuertos. Solo será posible denegar el acceso a la aeronave de tales objetos y bultos por motivos de seguridad, vinculados a su peso o a su tamaño, en relación con las características del aparato.

Desde el punto de vista de la clasificación de los contratos, el contrato de transporte aéreo de pasajeros es consensual, no formal, bilateral, oneroso, conmutativo, y principal (6) .

Es un contrato consensual porque el acuerdo se perfecciona por el mero consentimiento de las partes, siguiendo la regla general establecida en el artículo 1258 del CC (7) . Frente a lo que sucedería si se tratase de un contrato real, no se requiere la entrega de ninguna cosa por parte de uno de los contratantes al otro para que el contrato nazca, sin perjuicio de que alguna de las obligaciones solo surja si se produce una entrega. En este sentido, la responsabilidad del transportista por la custodia del equipaje facturado solo comienza cuando el equipaje le es entregado, como no puede ser de otro modo (8) , circunstancia que ha llevado a decir en alguna ocasión que, respecto del transporte del equipaje facturado, la naturaleza del contrato es real y no consensual (9) .

En el contrato de transporte aéreo de pasajeros rige el principio de libertad de forma, de modo que su perfección y validez no dependen de que el acuerdo se documente en un determinado soporte o siguiendo determinadas formalidades (10) . Todo ello no obsta para que existan ciertos deberes documentales, como el de extender un «billete de pasaje» (artículo 92 de la LNA) o expedir un «documento de transporte» individual o colectivo (artículo 3 del Convenio de Montreal) con unas menciones mínimas (11) . Además, los pasajeros suelen reunir la condición de consumidor, haciendo que el contrato esté sometido al Texto Refundido de la ley general para la defensa de los consumidores y usuarios (12) . De acuerdo con el artículo 63.1 del TRLGDCU, en los contratos con consumidores debe entregarse un recibo justificante, una copia o un documento acreditativo con las condiciones esenciales de la operación, incluyendo las eventuales condiciones generales de la contratación. No se descubrirá nada al lector si se afirma que, en la práctica, todos los contratos de transporte aéreo constan por escrito, ya sea en papel, ya sea en soporte electrónico. En este momento debe recordarse que, en virtud del artículo 23.3 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico (LSSI), «siempre que la Ley exija que el contrato o cualquier información relacionada con el mismo conste por escrito, este requisito se entenderá satisfecho si el contrato o la información se contiene en un soporte electrónico».

El contrato de transporte aéreo de pasajeros es bilateral o sinalagmático, pues la relación jurídica comporta obligaciones para ambas partes. Los contratantes son acreedores y deudores al mismo tiempo, de tal forma que existe la nota de la reciprocidad. Como consecuencia directa del carácter bilateral del contrato, éste es oneroso, pues ambas partes se obligan a realizar una determinada prestación en consideración a la prestación que se obliga a llevar a cabo la otra como contrapartida. De esta forma, entre las prestaciones respectivas hay una relación de equivalencia subjetiva —en atención a las valoraciones subjetivas efectuadas por las partes— y de causalidad (13) .

El contrato objeto de estudio es conmutativo, puesto que las prestaciones están definidas desde el momento de su celebración y no dependen del azar. Cada contratante sabe qué es lo que va a obtener con el acuerdo (14) . Por último, el contrato de transporte aéreo de pasajeros es principal, en la medida en que goza de sustantividad propia y su existencia no gira en torno a otro contrato del que dependa. Eso no impide que una prestación consistente en el transporte de personas —aéreo o no— pueda ser tan solo una parte de un contrato más complejo, como sucede con los viajes combinados, a los que se dedica un capítulo propio en esta obra (15) .

2.  Elementos subjetivos

a)  Introducción

El contrato de transporte aéreo de pasajeros suele describirse como una relación bilateral en la cual aparecen un transportista y un pasajero (16) . Pero, por supuesto, en el desarrollo de la relación contractual podrán aparecer otras personas físicas o jurídicas que cobran una mayor o menor relevancia. En este sentido, es posible que quien celebre el contrato con el transportista no sea la persona que va a ser trasladada de un lugar a otro. En la misma línea, la compañía aérea que efectúe la operación de transporte puede no ser aquella con quien ha contratado el adquirente del billete, algo más o menos habitual dada la proliferación de vuelos con código compartido como consecuencia de las alianzas entre aerolíneas. En la presente obra se ha optado por no incidir en estas alianzas (17) , así como tampoco en la actividad de las agencias de viajes —en la medida en que el régimen de responsabilidad del transportista no se ve alterado, pues la agencia le representa directamente y sus actos producen efectos que recaen directamente sobre él (18) —. El análisis de los sujetos del contrato de transporte aéreo de pasajeros se realiza en dos epígrafes. El primero se refiere al transportista, mientras que el segundo trata las figuras del comprador del billete y del pasajero —que a menudo serán la misma persona— en relación con el concepto de consumidor.

b)  El transportista

A diferencia de otros textos normativos como el Convenio de Montreal o la ley de navegación aérea, el Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos sí ofrece una definición de la figura del transportista; definición que puede reproducirse en este momento a título de ejemplo. Así pues, según el artículo 2.a) del Reglamento, el transportista aéreo es «toda empresa de transporte aéreo que posea una licencia de explotación válida». Aunque otras disposiciones legales no establezcan expresamente que el transportista aéreo deba ser una empresa —por ejemplo, el artículo 70 de la LNA dice que los servicios regulares de tráfico aéreo podrán ser prestados «por organismos o personas»—, pocas dudas caben de que ese es el espíritu que subyace tras tales disposiciones. El transporte aéreo es una actividad compleja, que comporta un gran riesgo, y que tiene una importancia clave para el funcionamiento de cualquier sociedad desarrollada moderna. Esto ha justificado la proliferación de la regulación en materia de requisitos exigidos a quien pretenda prestar un servicio de transporte aéreo, en particular mediante el establecimiento de licencias, concesiones o autorizaciones. Así pues, se imponen una serie de requisitos administrativos, de los cuales es paradigmática la licencia de explotación (19) .

Respecto de tales requisitos, es inevitable hacer una breve referencia al Reglamento (CE) núm. 1008/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de septiembre de 2008, sobre normas comunes para la explotación de servicios aéreos en la Comunidad (20) . Su artículo 2.1) define la licencia de explotación como «una autorización concedida por la autoridad competente para la concesión de licencias a una empresa, por la que se le permite prestar servicios aéreos en las condiciones que figuren en la licencia» Por «empresa» se entiende, según el artículo 2.3) del Reglamento núm. 1008/2008, «cualquier persona física o jurídica, con o sin fines de lucro, o cualquier organismo oficial dotado o no de personalidad jurídica propia». A la licencia de explotación se dedica el capítulo II de dicho Reglamento, que comprende los artículos 3 a 14 (21) . En España, la autoridad competente para conceder las licencias de explotación es la Agencia Estatal de Seguridad Aérea (AESA), adscrita al Ministerio de Fomento. Así se indica en el artículo 9.1.a) del Real Decreto 184/2008, de 8 de febrero, por el que se aprueba el Estatuto de dicha agencia (22) .

Otro de los requisitos impuestos a las aerolíneas es la constitución de un seguro. En este sentido, es preciso citar a título ejemplificativo el Reglamento (CE) núm. 785/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, sobre los requisitos de seguro de las compañías aéreas y operadores aéreos (23) . Como indica su artículo 1, el texto establece los requisitos mínimos para las compañías y operadores aéreos en materia de seguro de pasajeros, equipaje, carga y terceros. Entre esos requisitos, el artículo 4 obliga a la constitución de un seguro de responsabilidad específica de aviación respecto de esas cuatro dimensiones, seguro que no desplaza en modo alguno las normas sobre responsabilidad previstas en los convenios internacionales, en el Derecho de la Unión Europea, y en los Derechos nacionales de los Estados miembros. Los actos de guerra y terrorismo, los secuestros y apoderamientos ilícitos de las aeronaves, los actos de sabotaje y los disturbios sociales deben estar incluidos entre los riesgos asegurados. Asimismo, de conformidad con el artículo 4.2 del Reglamento núm. 785/2004, las compañías y operadores deben garantizar que existe un seguro que cubra los riesgos en cada uno de los vuelos, con independencia de si la aeronave es explotada en propiedad, a través de un contrato de arrendamiento financiero, mediante servicios conjuntos o de franquicia, reparto de códigos u otro tipo de acuerdo de análoga naturaleza. La cobertura mínima del seguro de responsabilidad por los daños a pasajeros será, de acuerdo con el artículo 6.1 del Reglamento núm. 785/2004, de 250.000 derechos especiales de giro (DEG) por pasajero (24) . Con respecto a la responsabilidad por el equipaje, la cobertura mínima será de 1.131 DEG por pasajero, según el artículo 6.2 del mismo Reglamento.

Dejando a un lado las cuestiones de tipo administrativo que conectan con la licencia de explotación y el seguro, la temática del presente estudio obliga a incidir en que los transportistas responden al concepto de empresario recogido en el artículo 4 del TRLGDCU. Tras la reforma del precepto en el año 2014, en él se establece que, a los efectos de la aplicación del Texto Refundido de la ley general para la defensa de los consumidores y usuarios, «se considera empresario a toda persona física o jurídica, ya sea privada o pública, que actúe directamente o a través de otra persona en su nombre o siguiendo sus instrucciones, con un propósito relacionado con su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión». El hecho de que el transportista ostente la condición de empresario es importante en la medida en que los pasajeros reúnen a menudo la condición de consumidor en el sentido del artículo 3 del TRLGDCU. Y la concurrencia de un empresario y un consumidor en un contrato de transporte aéreo de pasajeros determinará la aplicación del Texto Refundido mencionado, esto es, un sistema normativo de protección de los consumidores como parte débil de la relación jurídica.

Con relación al prestador del servicio de transporte aéreo, hay una cuestión que merece sin duda un comentario. Se trata de la posibilidad de que se produzca una sustitución del transportista. Se está haciendo referencia a los casos en los que el pasajero celebra un contrato con una determinada compañía creyendo que ésta tiene la condición de transportista efectivo, para luego ver cómo el encargado de llevar a cabo su vuelo es otro operador. E, incluso aunque el pasajero sea consciente del cambio, la modificación se produce sin su consentimiento. No se trata de una cesión de contrato, sino de una cesión de deuda. Por un lado, porque la sustitución del transportista no tiene más objetivo que operar el vuelo, no la total ocupación de la posición en la relación jurídica —por ejemplo, es el transportista contractual quien confirma la reserva—. Por otro, porque el precio del billete de transporte suele pagarse por adelantado, lo que hace que solo esté pendiente de cumplimiento la prestación de uno de los contratantes (25) .

El Derecho general de obligaciones admite el cumplimiento o pago por tercero, pero el acreedor, dice el artículo 1161 del CC, no puede ser compelido a recibir la prestación de un tercero «cuando la calidad y circunstancias de la persona del deudor se hubiesen tenido en cuenta al establecer la obligación». Se trata, evidentemente, de garantizar que el cumplimiento no resulta contrario al interés del acreedor, circunstancia que se produciría si se admitiese el pago por parte de un tercero a pesar de que el acreedor hubiese tenido en cuenta las específicas cualidades del deudor (26) . El transporte aéreo de pasajeros no es uno de los ejemplos clásicos utilizados al hablar de las obligaciones intuitu personae (27) , pero lo cierto es que la identidad del transportista no resulta irrelevante para el pasajero: no es lo mismo viajar con una compañía de bajo coste que con una compañía «tradicional»; y, dentro de estas últimas, no todas prestan el mismo servicio ni responden a un mismo modelo de negocio (28) .

En definitiva, parece que el consentimiento del pasajero debería exigirse en todo caso para que pueda producirse una sustitución en la persona del transportista. Y, sin embargo, la práctica no sigue el camino que indica la teoría. Cuando se produce dicha sustitución, siempre lo hace sin el consentimiento de los pasajeros, no proliferando las reclamaciones encaminadas a obtener un resarcimiento por el cambio. Esto último se explica porque, en realidad, en muchos casos no se apreciará ningún perjuicio, dado que no habrá una disminución evidente de la calidad del servicio. Y porque, de existir esa disminución, la cuantía de la compensación que podría obtenerse es más bien reducida, y entablar la reclamación oportuna sería antieconómico. Además, algunos textos normativos amparan el cambio del transportista aéreo.

En esta línea, y sin ánimo de profundizar en el tema, puede remitirse al lector al artículo 11 del Reglamento (CE) núm. 2111/2005 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 2005, relativo al establecimiento de una lista comunitaria de las compañías aéreas sujetas a una prohibición de explotación en la Comunidad y a la información que deben recibir los pasajeros aéreos sobre la identidad de la compañía operadora, y por el que se deroga el artículo 9 de la Directiva 2004/36/CE (29) . Tras imponer su artículo 11.1 al contratista de servicios de transporte aéreo el deber de informar al pasajero de la identidad de las compañías operadoras en el momento de efectuar la reserva del billete, el artículo 11.3 dispone que «cuando se cambie la o las compañías aéreas operadoras tras efectuarse la reserva, el contratista de servicios de transporte aéreo adoptará inmediatamente y con independencia de la razón del cambio, todas las medidas apropiadas para asegurarse de que se informa cuanto antes del cambio a los pasajeros». Este último precepto continúa aclarando que en todo caso debe informarse del cambio al pasajero en el momento de la facturación o del embarque, cuando no sea preciso realizar la facturación para un vuelo de conexión (30) .

c)  El comprador del billete de transporte, el pasajero, y la condición de consumidor

El artículo 3 del TRLGDCU dice que son consumidores, a los efectos de esa ley, «las personas físicas que actúen con un propósito ajeno a su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión», así como «las personas jurídicas y las entidades sin personalidad jurídica que actúen sin ánimo de lucro en un ámbito ajeno a una actividad comercial o empresarial». Sin embargo, los textos legales específicamente dedicados al transporte aéreo no utilizan la noción de «consumidor», sino que se refieren al «pasajero», lo cual no significa que se proporcione una definición de este concepto.

La doctrina ha reflexionado sobre la noción de «pasajero», distinguiéndola además de la de «viajero». Distinción que rara vez se encuentra de manera expresa en las disposiciones legales. En ocasiones solo se utiliza el término «pasajero» —como por ejemplo en el Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos—, y otras veces los vocablos «pasajero» y «viajero» son empleados como sinónimos —por ejemplo, en los artículos 92 y siguientes de la LNA—. Desde un punto de vista teórico o doctrinal, se entiende que el pasajero es la persona que aparece identificada en el título de transporte y que viaja en virtud de un contrato de pasaje, mientras que es un viajero cualquier persona que se traslade de manera efectiva, como por ejemplo la tripulación del vuelo, e incluso la persona que viaje sin un título de transporte válido (31) . Así pues, todo pasajero es un usuario del servicio de transporte aéreo, mientras que el viajero puede serlo o no. Ahora bien, cuando el viajero no sea un usuario, en el sentido de que su transporte no se deba a un contrato de pasaje, no resultarán de aplicación textos como los Convenios de Varsovia y de Montreal, ni tampoco el Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos (32) .

Coincidiendo la identidad del adquirente del billete y del pasajero no habrá excesivos problemas. En muchos casos esa persona será un consumidor, que disfrutará de la protección especial que le dispensan las normas que regulan las relaciones entre empresarios y consumidores, además de los derechos reconocidos a los pasajeros en las normas específicas relativas al transporte aéreo. Sin embargo, tal y como se ha apuntado en un momento anterior, aunque el contrato de transporte aéreo de pasajeros suela describirse como una relación jurídica entre un transportista y una persona que es trasladada de un punto a otro, es posible que en la transacción participen otras personas. Y uno de los ejemplos es la situación en la cual quien compra el billete no es quien viaja, algo que sucede cuando el pasajero es un menor de edad que viaja con un billete reservado y pagado por sus padres, o cuando una persona reserva múltiples billetes para él y sus acompañantes.

La no coincidencia entre el adquirente del billete y el pasajero plantea una dificultad análoga a la distinción entre el consumidor jurídico —quien contrata con el empresario— y el consumidor material o de hecho —un tercero que de forma efectiva se sirve de los bienes y servicios contratados—. Piénsese en la antigua ley de protección de los consumidores, la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (LCU). Su artículo 1.2 decía que serían considerados consumidores las personas físicas o jurídicas que adquiriesen, utilizasen o disfrutasen, como destinatarios finales, bienes muebles o inmuebles, productos, servicios, actividades o funciones, cualquiera que fuese la naturaleza pública o privada, individual o colectiva de quienes los produjesen, facilitasen, suministrasen o expidiesen. En consecuencia, la dicción del artículo 1.2 de la LCU conducía a entender incluido en la noción al consumidor material. Actualmente, el artículo 3 del TRLGDCU se refiere a la persona física o jurídica que «actúa» con un propósito ajeno a una actividad empresarial —equivalente a la fórmula objetivada «en un ámbito ajeno a una actividad empresarial o profesional», recogida por el artículo 3 del TRLGDCU hasta su modificación en el año 2014—.

No obstante, a pesar de que el artículo 3 del TRLGDCU no identifique al consumidor con un «contratante», es evidente que la conexión existe. De hecho, el artículo 2 del TRLGDCU señala que esta ley es de aplicación a las relaciones entre consumidores y empresarios. Y, si bien existen preceptos que se aplican a terceros que carecen de una relación jurídica con el empresario en cuestión, como son los relativos a la responsabilidad por productos defectuosos —respecto de daños personales (33) —, hay artículos que solo encuentran su sentido completo en el marco de una relación contractual. Es el caso de las normas sobre condiciones generales de la contratación y cláusulas abusivas recogidas en los artículos 80 y siguientes del TRLGDCU (34) .

En el transporte aéreo, los derechos reconocidos al viajero que cuenta con un título válido de transporte y que cumple con ciertas condiciones protegen automáticamente al pasajero o consumidor de hecho (35) . Sin embargo, las normas que tienen como punto de partida la existencia de una relación contractual parecen beneficiar únicamente al consumidor jurídico, esto es, a quien ha celebrado el contrato. Esta diferencia en cuanto al sujeto al que se pretende proteger tiene una gran relevancia.

Los pasajeros son normalmente usuarios de un servicio de transporte aéreo que reciben la consideración de consumidores en un sentido coloquial. Ahora bien, cuando el pasajero realiza su viaje por motivos laborales, con un propósito relacionado con su actividad profesional, hay muchas dudas de que sea un consumidor en sentido legal. Desde mi punto de vista, según el Derecho vigente no lo es —cosa distinta es si debería serlo—.

Para otros, por el contrario, el hecho de que el viaje sea de negocios no priva al pasajero de su condición de consumidor o usuario en el sentido del artículo 3 del TRLGDCU. Sin embargo, al justificarlo, se incide en que las normas de protección de los pasajeros no hacen distinciones en función de cuáles sean los motivos del viaje. Y, como refuerzo del argumento, se observa que el pasajero es un usuario de un servicio que se encuentra en una posición de debilidad no solo por las razones clásicas que se ofrecen al reflexionar sobre el desequilibrio entre consumidores y empresarios, sino por su condición de «desplazado» o de «turista». El pasajero se enfrenta a las dificultades inherentes a encontrarse lejos de su lugar de residencia, a las dificultades lingüísticas, etc. El pasajero aéreo se encuentra así en una posición de «especial» debilidad (36) .

Considero que estos argumentos sirven para mantener que las normas específicas sobre transporte aéreo, que hacen referencia y pretenden proteger al pasajero, son plenamente aplicables aun cuando el viaje de éste sea realizado con fines relacionados con su actividad profesional. Lo que es una cuestión, por otro lado, poco controvertida (37) . Pero tales argumentos no sirven para justificar que un pasajero que viaja por motivos laborales sea un consumidor en el sentido del artículo 3 del TRLGDCU. En el caso de las personas físicas, este precepto señala que reúnen la condición de consumidor cuando «actúen con un propósito ajeno a su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión». Difícilmente puede predicarse esto de quien hace un viaje «de negocios».

En definitiva, en los viajes por motivos de trabajo, el pasajero se beneficia de las normas protectoras precisamente del «pasajero», como el Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos. Pero, al menos desde una perspectiva teórica, no se beneficia de las normas de protección de los «consumidores», como por ejemplo las relativas a las cláusulas abusivas (artículos 82 y siguientes del TRLGDCU).

En el caso de viajes con finalidad mixta, profesional y privada, rige la solución adoptada por la STS de 5 de abril de 2017, de tal modo que el contratante será considerado consumidor cuando la finalidad privada predomine sobre la finalidad empresarial (38) . Es cierto que la STJCE Gruber, al interpretar la noción de consumidor a los efectos del Convenio de Bruselas de 1968 (39) , llegó a una solución distinta. Para el Tribunal de Justicia, solo debía ser consumidor la persona que contrataba con una finalidad parcialmente profesional y parcialmente privada cuando el uso profesional fuese «marginal hasta el punto de tener un papel insignificante en el contexto global de la operación de que se trate, siendo irrelevante a este respecto el hecho de que predomine el aspecto no profesional» (40) . Sin embargo, en el ámbito propio del Convenio de Bruselas, la noción de consumidor debía ser interpretada restrictivamente, como puso de relieve el propio Tribunal de Justicia (41) . Por el contrario, tratándose de normas que pretenden proteger a los consumidores, este objetivo obliga a una interpretación extensiva de la noción de consumidor. En lugar de restringir la atribución de la condición de consumidor a quien contrate con un fin profesional insignificante o marginal, es preciso atribuir tal condición a quien contrate con un fin profesional que, simplemente, no predomine sobre el privado.

A ello conduce además el considerando número 17 de la Directiva 2011/83/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2011, sobre los derechos de los consumidores, por la que se modifican la Directiva 93/13/CEE del Consejo y la Directiva 1999/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y se derogan la Directiva 85/577/CEE del Consejo y la Directiva 97/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (42) . Según dicho considerando, «en el caso de los contratos con doble finalidad, si el contrato se celebra con un objeto en parte relacionado y en parte no relacionado con la actividad comercial de la persona y el objeto comercial es tan limitado que no predomina en el contexto general del contrato, dicha persona deberá ser considerada como consumidor» (énfasis añadido). La citada STS de 5 de abril de 2017 adopta el criterio del considerando reproducido. La argumentación del Tribunal es ciertamente equívoca, porque parece interpretar que el criterio del considerando coincide con el que había establecido la STJCE Gruber, cuando no es así. Pero, argumentación ambigua aparte, sí resulta clara cuál es la respuesta final. En nuestro Derecho, en los contratos con doble finalidad, «el contratante en cuestión deberá ser considerado como consumidor si el objeto profesional no predomina en el contexto general del contrato, en atención a la globalidad de las circunstancias y a la apreciación de la prueba» (43) .

La distinción entre el pasajero-consumidor de hecho y el adquirente del billete como contratante tiene otra consecuencia importante en algunos casos que, a pesar de no ser muy frecuentes, no deben ser ignorados. Se trata del empresario que adquiere un billete para recompensar a sus empleados, los cuales viajan por motivos puramente turísticos. Si se considerase que el contratante es el empleado, la condición de consumidor de éste probablemente no ofrecería muchas dudas. Un posible razonamiento sería atribuir al empleado la condición de contratante porque es su nombre el que figura en el título de transporte, y el hecho de que su empresa sea quien adquiere el billete equivaldría a un pago por tercero (44) . Sin embargo, si se reputa contratante al empresario, no está claro que la relación se encuentre sometida a las normas de protección de los consumidores. De acuerdo con el artículo 3 del TRLGDCU, también tienen la condición de consumidor «las personas jurídicas y las entidades sin personalidad jurídica que actúen sin ánimo de lucro en un ámbito ajeno a una actividad comercial o empresarial», pero sería muy discutible entender que en el ejemplo planteado se actúa fuera de semejante ámbito.

Otro supuesto en el que se produce la dicotomía entre consumidor jurídico y consumidor material es el de la SAP de Barcelona de 11 de octubre de 2016. El contratante reservó unos billetes de ida y vuelta para dos familiares, pero uno de ellos solo pretendía utilizar el segundo de los trayectos contratados. Llegado el día del vuelo de ida, el otro familiar fue informado por el transportista de que, en aplicación de una cláusula no show, al familiar que solo quería utilizar el vuelo de vuelta se le denegaría el embarque (cláusula que la Audiencia Provincial declararía como no incorporada al contrato). En primera instancia, la demanda fue desestimada por falta de legitimación activa del contratante, al no ser él el titular de los billetes de pasaje. La Audiencia rectificó este pronunciamiento y consideró que sí tenía legitimación para reclamar el reembolso del precio y de unos gastos de desplazamiento adicionales, precisamente por ser esa persona quien había celebrado el contrato y pagado el precio (45) .

3.  Elementos objetivos

a)  Introducción

En este apartado se dedicará un primer epígrafe al precio, como aspecto de gran importancia en el transporte aéreo de pasajeros, y sobre el que hay que efectuar algunos apuntes. En el segundo epígrafe se hablará del traslado del pasajero, que es el servicio por el que se paga el precio. Y en el tercer epígrafe se comentarán otros derechos y obligaciones de las partes derivados del contrato de transporte aéreo.

b)  El precio

Aunque un servicio de transporte aéreo de pasajeros puede prestarse gratuitamente, por razones obvias no es la situación habitual. Desde el punto de vista económico, es relevante el servicio de transporte que se presta con ánimo de lucro, a cambio de un precio. Eso no obsta para que determinados textos legales como los Convenios de Varsovia y de Montreal se apliquen también al transporte gratuito efectuado en aeronaves por una empresa de transporte aéreo (46) . No sucede lo mismo con el Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos (47) , el cual, no obstante, sí es aplicable cuando el billete se ha obtenido a través de programas de fidelización de clientes (caso en el que podría debatirse si el transporte es verdaderamente gratuito) (48) . El precio es, por tanto, la contraprestación que debe abonarse por el servicio. Su pago constituye la principal obligación que asume el pasajero o quien adquiera el billete para él, y normalmente se produce por adelantado. Correlativamente, el derecho principal que adquiere el transportista es el cobro de la cantidad pagada por el servicio que debe prestar.

En el marco del transporte aéreo, el precio se caracteriza por dos aspectos principales. En primer lugar, por que en la práctica coexisten numerosas tarifas, de forma que el pasajero decide cuál se adapta mejor a sus preferencias. El precio del billete varía en función de si la tarifa incluye algunos beneficios o ventajas, como la posibilidad de cancelar el billete o de modificarlo —así como la antelación con la que se puede ejercer esta facultad, y la existencia o no de una penalización—, el derecho del pasajero a facturar una o varias maletas, el peso máximo del equipaje facturado, el embarque prioritario, el viaje en clase business, la selección de asiento, etc. El segundo aspecto del precio de los billetes de transporte aéreo es que la cuantía efectivamente pagada no incluye solo la contraprestación por el servicio stricto sensu, sino que incorpora tasas, comisiones e impuestos, que pueden constituir una gran parte del precio final (49) .

En el ámbito de la Unión Europea impera el principio de libertad de precios, también respecto de los servicios de transporte aéreo. Así se encuentra establecido de manera expresa en el artículo 22 del Reglamento núm. 1008/2008, precepto que, rubricado precisamente «Libertad de fijación de precios», dispone en su primer apartado que «las compañías aéreas de la Comunidad y, sobre la base del principio de reciprocidad, las de terceros países, fijarán libremente las tarifas y fletes de los servicios aéreos intracomunitarios» (50) . Hay que dejar constancia de que por «tarifas aéreas» se entiende, según el artículo 2.18) del Reglamento núm. 1008/2008, «los precios expresados en euros o en moneda local que se deban pagar a las compañías aéreas o a sus agentes u otros vendedores de billetes por el transporte de pasajeros en los servicios aéreos y las condiciones de aplicación de dichos precios, incluidas la remuneración y las condiciones ofrecidas a la agencia y otros servicios auxiliares». Otras versiones lingüísticas del artículo 2.18) no utilizan el concepto de tarifas «aéreas», sino el de tarifas «de pasajeros», «de vuelo» o «de los billetes». No obstante, la noción debe ser objeto de una interpretación uniforme en todo el territorio de la Unión Europea (51) . Asimismo, el artículo 22.2 del Reglamento núm. 1008/2008 prohíbe a los Estados miembros discriminar «por motivos de nacionalidad o identidad de la compañía aérea al permitir a las compañías aéreas comunitarias fijar tarifas y fletes para la prestación de servicios aéreos entre su territorio y un tercer país». Y suprime toda restricción en materia de fijación de precios que resulte de acuerdos bilaterales entre Estados miembros, incluso si se refieren a rutas cuyo origen o destino se sitúe en un tercer país.

La libertad de precios es una consecuencia derivada del compromiso de la Unión Europea con una economía de mercado abierta, y con los principios de libre competencia y de libertad contractual (52) . No es casualidad que el artículo 16 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea reconozca la libertad de empresa (53) . Esta libertad incorpora, según ha manifestado el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, la libertad para ejercer una actividad económica, la libertad contractual y la libre competencia; precisando el Tribunal que la libertad contractual, a su vez, incluye tanto la libre elección de clientes y proveedores como la libertad para determinar el precio de las prestaciones (54) . Y todo ello, sin perjuicio de que quepa establecer limitaciones a dichas libertades, siempre que tales limitaciones sean necesarias, que respondan a objetivos de interés general, que sean proporcionales, y que no supongan una intervención excesiva que lesione la esencia de los derechos y libertades objeto de limitación (55) .

Que haya libertad para fijar los precios no significa que éstos puedan ser indicados al pasajero de cualquier forma. El Reglamento núm. 1008/2008 establece ciertos requisitos de carácter informativo, o de transparencia en la forma en la que los precios son comunicados, que tienen por objeto fundamentalmente proteger al usuario, pero también la competencia (56) . En particular, el artículo 23.1 recoge, fundamentalmente, hasta cuatro previsiones distintas.

En primer lugar, establece que las condiciones aplicables deberán estar incluidas en las tarifas y fletes aéreos ofrecidos o publicados, cualquiera que sea la forma en la que se ofrezcan o publiquen —también en Internet—, para servicios de transporte aéreo cuyo origen se encuentre en un aeropuerto situado en un Estado miembro y disponibles para el público en general. En segundo lugar, dispone que «se indicará en todo momento el precio final que deba pagarse», incluyendo tanto la tarifa o flete como los impuestos aplicables, así como los cánones y recargos que sean obligatorios y previsibles en el momento de su publicación. En tercer lugar, obliga a precisar, además del precio final, los siguientes aspectos: la tarifa o flete, los impuestos, las tasas de aeropuerto, y otros cánones, recargos o derechos que se añadan a los conceptos anteriores (el precepto menciona expresamente aquellos relacionados con la seguridad extrínseca y el combustible). Finalmente, en cuarto lugar, establece el deber de comunicar de forma clara, transparente y sin ambigüedades los suplementos opcionales del precio, comunicación que debe producirse «al comienzo de cualquier proceso de reserva», y cuya aceptación por el pasajero tendrá lugar sobre una base de opción de inclusión (opt-in).

Con respecto a los artículos 22 y 23 del Reglamento núm. 1008/2008, son cuatro las sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea que hay que traer a colación, refiriéndose la primera de ellas principalmente al artículo 22, y las otras al artículo 23.

El artículo 22 del Reglamento núm. 1008/2008 ha sido objeto de interpretación por parte del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia Vueling Airlines. El litigio principal se originó como consecuencia del cobro de un cargo por la facturación de equipaje, ante lo cual se impuso una multa a la compañía por entender que dicho cobro vulneraba el artículo 97 de la LNA, que establece la obligación del transportista de trasladar «dentro del precio del billete» no solo al viajero, sino también su equipaje. La problemática que subyace tras este caso no es otra que el hecho de que, en el transporte aéreo, las compañías atraen a los consumidores ofreciendo billetes a bajo precio que no incluyen el derecho a facturar equipaje. Cuando el pasajero desea llevar una maleta de las que deben ir en la bodega del avión, se le cobra un cargo adicional que no debe abonar el pasajero que quiera viajar simplemente con equipaje de mano (57) .

Cuestionada la compatibilidad de la norma española con el artículo 22 del Reglamento núm. 1008/2008, el Tribunal de Justicia se pronunció en sentido negativo, salvo que quepa interpretar la disposición nacional de manera conforme con las exigencias del Reglamento. La STJUE Vueling Airlines vino a decir que, aun cuando el Reglamento se refiere únicamente a las tarifas aéreas y a la libertad de precios en relación con los servicios aéreos, no mencionando expresamente la cuestión del equipaje, éste debe entenderse incluido en las disposiciones normativas correspondientes. En otras palabras, hay libertad de precios en relación con el transporte de equipaje. Dicho lo cual, cómo hay que comunicar ese precio depende de si el cargo es obligatorio y previsible, o si se trata de un suplemento del precio por un servicio complementario al propio servicio aéreo. En el primer caso, habrá que indicarlo en todo momento y como parte del precio final. En el segundo, su comunicación deberá ajustarse a los criterios de claridad y transparencia, carecer de ambigüedades, y producirse al comienzo de cualquier proceso de reserva; debiendo ser dicho cargo una opción aceptada expresamente por el adquirente del billete (58) .

La STJUE Vueling Airlines señala que, si bien las compañías tradicionalmente permitían facturar equipaje sin coste adicional por el mero hecho de adquirir un billete, las nuevas prácticas comerciales son distintas. Algunos pasajeros no necesitan viajar facturando equipaje, o prefieren viajar únicamente con equipaje de mano si ven cómo el precio de su billete se reduce. Así pues, el transporte de equipaje puede configurarse como un servicio complementario, no obligatorio y no indispensable para el transporte de los pasajeros. De este modo, su precio puede constituir, si así lo determina la compañía en su modelo comercial, un suplemento opcional. Cosa distinta sucede con el equipaje no facturado o equipaje de mano, que siempre que responda a exigencias razonables relativas a su peso y volumen, y cumpla con los requisitos de seguridad, sí debe considerarse un aspecto indispensable del transporte de pasajeros. Esto significa que dicho equipaje de mano no podrá ser objeto de un suplemento del precio (59) . Sobre esta última observación se volverá en un capítulo posterior (60) .

En definitiva, si el artículo 97 de la LNA obliga efectivamente a las compañías a transportar el equipaje facturado en todo caso y dentro del precio del billete, esta norma no permitiría a los transportistas configurar el transporte de equipaje como un servicio complementario cobrado a través de un suplemento. En otras palabras, impediría ofrecer billetes que incluyan y billetes que excluyan el derecho a facturar equipaje. Y esto, a su vez, sería tanto como impedir al transportista fijar libremente el precio de sus servicios, resultando contrario al artículo 22 del Reglamento núm. 1008/2008. Así pues, el juez nacional deberá interpretar el artículo 97 de la LNA de manera que sea conforme con el Reglamento, y, de no ser posible adoptar una interpretación conforme, excluir su aplicación (61) .

La segunda de las sentencias relativas a las normas sobre la fijación del precio en el marco del Reglamento núm. 1008/2008, y sobre las obligaciones de información y transparencia en este sentido, es la STJUE ebookers.com Deutschland (62) . La problemática era que una plataforma de Internet comercializaba viajes aéreos incluyendo, dentro del precio final o «coste total del viaje», el precio de un seguro de anulación. Si el adquirente del billete no deseaba contratar este seguro, debía manifestarse expresamente en este sentido, de modo que el seguro de anulación funcionaba con una opción de exclusión (opt-out). Como ya se ha visto, los suplementos adicionales del precio deben ser ofrecidos al pasajero con base en una opción de inclusión, pero el quid de la cuestión residía en que la plataforma de Internet abonaba los gastos del seguro de anulación a una compañía de seguros jurídica y económicamente independiente de la compañía aérea. La cuestión, por tanto, era dilucidar si los suplementos del precio a los que se refiere el artículo 23 del Reglamento núm. 1008/2008 comprenden también prestaciones de terceros, como era, en el litigio principal, la compañía de seguros (63) .

La respuesta del Tribunal de Justicia fue afirmativa. El órgano jurisdiccional se refirió a la finalidad de la norma relevante, que es proteger al cliente de los servicios aéreos y garantizar que la información se le transmite de forma transparente, para que pueda comparar las múltiples ofertas existentes. La noción de «suplementos opcionales de precio» se proyecta sobre servicios complementarios al de transporte aéreo, no obligatorios ni indispensables para el traslado de los pasajeros. Tales suplementos deben ser objeto de una opción de inclusión, esto es, de una elección expresa por parte del cliente, norma que resulta coherente con lo dispuesto en el artículo 22 de la Directiva 2011/83/UE, sobre los derechos de los consumidores (64) . El Reglamento no hace más precisiones, por lo que no cabe entender que los suplementos del precio deben venir referidos a un servicio prestado por una compañía aérea o por una empresa vinculada a ésta, algo que, además, sería contrario a la finalidad protectora del texto normativo y haría muy fácil su elusión. En definitiva, cualquier servicio que no se considere obligatorio e indispensable para el transporte aéreo en sí mismo, está incluido en el concepto de «suplementos opcionales de precio», debiendo, en consecuencia, ser objeto de una opción de inclusión (65) .

La tercera resolución que debe citarse es la STJUE Air Berlin del año 2015, que se relaciona con un sistema de reserva de billetes en línea, y en la que se plantean dos cuestiones prejudiciales (66) . En primer lugar, qué debe entenderse por que el precio final deba indicarse «en todo momento», según establece el artículo 23 del Reglamento núm. 1008/2008. Y, en segundo lugar, si el precio final a pagar debe comunicarse al cliente solo con respecto al servicio aéreo seleccionado, o también con relación a todo servicio aéreo que aparezca en pantalla.

En cuanto a la primera cuestión, el Tribunal de Justicia declara que el precio final debe ser comunicado cada vez que se indique el precio de los servicios aéreos, y no solo, como sostenía la aerolínea que gestionaba la plataforma de reserva en línea, después de que un cliente haya seleccionado un vuelo determinado aunque antes de formalizar la reserva. Al decir el texto europeo «en todo momento», el precio final debe constar tan pronto como se publican las tarifas cualquiera que sea la forma de esta publicación, incluso si no se ha comenzado un proceso de reserva. Así pues, con la finalidad de garantizar que el consumidor esté en disposición de comparar precios lo más fácilmente posible, se concluye que «el precio final que deba pagarse se ha de precisar cada vez que se indiquen los precios de los servicios aéreos, incluida la primera vez que aparezcan en pantalla» (67) .

Con relación a la segunda cuestión, el Tribunal volvió a descartar la interpretación que hacía la aerolínea, quien alegaba que la obligación de indicar el precio final no se refiere a cada vuelo que aparezca en pantalla, sino al concreto que el cliente ha seleccionado, pues solo así —decía la compañía— el cliente podría hacer una comparación de precios real. Por el contrario, el TJUE mantuvo que, para asegurar la posibilidad de comparación de precios, debe indicarse el precio final respecto de toda forma de publicación de tarifas aéreas, incluidas las presentadas en forma de tabla, y que se muestran a pesar de no haber sido seleccionadas por el cliente. En conclusión, «el precio final que deba pagarse se ha de precisar no sólo respecto del servicio aéreo seleccionado por el cliente, sino también respecto de cada servicio aéreo cuya tarifa aparezca en pantalla» (68) .

La cuarta y última decisión judicial a presentar es del año 2017, también lleva por nombre Air Berlin, y también examina dos aspectos relativos a la libertad de precios y a su indicación (69) . Por un lado, el hecho de que, después de realizar simulaciones de reservas en la plataforma en línea de la compañía aérea, se detectó que la cuantía indicada en concepto de «impuestos y tasas» era muy inferior a la que la aerolínea debía abonar de acuerdo con los baremos de las tasas aeroportuarias aplicables a los aeropuertos correspondientes. Ello podría inducir a error al consumidor y vulnerar la regla de comunicación transparente de los precios. Por otro lado, se discutía una cláusula en virtud de la cual la aerolínea deduciría una cantidad de veinticinco euros por gastos de tramitación por reserva y pasajero, sobre la cantidad que debería reembolsar a éste cuando no se hubiese presentado a un vuelo o hubiese anulado su reserva. Esta cláusula podría resultar abusiva, al causar un desequilibrio contrario a la buena fe en detrimento del cliente (70) .

Sobre la cláusula litigiosa, simplemente es preciso decir que, para el Tribunal de Justicia, la libertad de fijación de los precios en el artículo 22 del Reglamento núm. 1008/2008 no impide que un Derecho nacional permita controlar una estipulación semejante en cuanto a su carácter abusivo y, eventualmente, declararla nula. El citado Reglamento no excluye la aplicación de las normas nacionales mediante las que se haya transpuesto la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores (71) .

Sobre la indicación de los impuestos y tasas, el Tribunal de Justicia declaró que, al presentar sus tarifas aéreas, las compañías no pueden incluir en ellas parcialmente los otros conceptos a los que se refiere el artículo 23 del Reglamento núm. 1008/2008. Deberán indicar por separado los importes adeudados por impuestos, tasas de aeropuerto y demás cánones, recargos y derechos. La aerolínea en cuestión consideraba que para una adecuada comparación de precios, el único importe relevante para el cliente es el precio final, de forma que los diferentes conceptos mencionados en el artículo no debían indicarse por separado si ya resultaban incluidos en la tarifa. Esta interpretación no puede acogerse porque, de hecho, en la definición de «tarifas aéreas» que proporciona el Reglamento no se incluyen los impuestos, las tasas, y otros recargos. Así pues, no es lícito que estos conceptos sean presentados por el transportista ya incluidos en la tarifa. El TJUE estima que la protección del cliente de servicios aéreos y el objetivo de transparencia se cumplen cuando se desglosan todos los conceptos y se indican por separado. Respecto de la alegación de la compañía aérea según la cual en el momento de la reserva no siempre es posible indicar el importe exacto de las tasas, impuestos y recargos aplicables, el Tribunal la descarta diciendo que el importe pagado por el cliente al hacer su reserva es final y no provisional, que por lo tanto tales importes deberán responder a las estimaciones hechas por el transportista, y que el propio artículo 23 del Reglamento núm. 1008/2008 se refiere expresamente a los impuestos, cánones, recargos y derechos que sean obligatorios y «previsibles en el momento de su publicación» (72) .

c)  El traslado del pasajero

El traslado del pasajero de un punto geográfico a otro constituye el principal derecho de aquel, así como, correlativamente, la principal obligación del transportista. Se habla del transporte aéreo como de la prestación de un servicio, pero el contrato, en realidad, se acerca más al de obra, en la medida en que el transportista se obliga a un resultado. Debe realizar el traslado efectivo del pasajero y garantizar su llegada al destino final (73) . Dado que el transportista se obliga a un resultado, no cumple con su prestación simplemente poniendo todo de su parte para que el traslado tenga lugar, como sucedería si se tratase de una obligación de medios o actividad. El cumplimiento exige la verificación de que el pasajero ha podido llegar al punto final de su viaje. Desde un punto de vista abstracto o teórico, si el transportista pretende exonerarse de su responsabilidad, deberá probar la concurrencia de una causa de fuerza mayor o caso fortuito, no le bastará con alegar que no ha habido negligencia por su parte (74) .

Precisando más la obligación del transportista, se ha dicho que éste debe trasladar al pasajero «incólume» y en las condiciones de comodidad, ambiente y rapidez acordadas (75) . En efecto, por un lado, el pasajero deberá llegar al destino sin haber sufrido lesiones de ningún tipo, lo que implica automáticamente una obligación de seguridad a cargo del transportista. Aspecto éste que hay que relacionar con los artículos 36 y 37 de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea (LSA) (76) . El primero se refiere a las obligaciones de seguridad específicas de los operadores aéreos, mientras que el segundo recoge las obligaciones específicas de las compañías aéreas y de las empresas de trabajos aéreos. Y, por otro lado, el traslado deberá hacerse en el momento convenido, esto es, respetando los horarios fijados para el viaje (77) .

Con relación a este último elemento, no cabe duda de que el horario forma parte de las legítimas expectativas del pasajero, quien, cuando se decide a emprender un viaje en avión, lo hace en gran medida por el ahorro de tiempo que conlleva, y con base en un horario de viaje que se adapta a sus preferencias e intereses (78) . Así pues, el horario es un elemento esencial o básico del transporte aéreo, su indeterminación sería contraria a la propia naturaleza del contrato, y el transportista no puede reducirlo, ampliarlo o modificarlo unilateralmente sin que suponga un incumplimiento contractual (79) . De hecho, aunque los retrasos sean una circunstancia más o menos habitual del transporte aéreo, ello no hace que deban considerarse como «normales», en el sentido de que los pasajeros deban soportar las consecuencias lesivas de las demoras (80) . Al tratarse de un aspecto esencial del contrato, el incumplimiento grave de los horarios podrá dar lugar, al menos en determinadas circunstancias, a la resolución del contrato con arreglo al artículo 1124 del CC (81) .

Expuesta desde un marco meramente teórico-doctrinal, la obligación de traslado del pasajero contraída por el transportista es una obligación de resultado. Pero eso no significa que, de acuerdo con las normas concretas aplicables al transporte aéreo de pasajeros, todos los supuestos de responsabilidad del transportista tengan un carácter objetivo. Por ejemplo, el Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos, prevé un régimen generalmente calificado como de responsabilidad objetiva. Ahora bien, con relación al pago de la compensación estandarizada en caso de cancelación o de retraso en la llegada, se dice en ocasiones que se trata de una obligación de medios, en la medida en que el transportista puede exonerarse de su pago si tales percances se han debido a la concurrencia de circunstancias extraordinarias. La combinación entre obligaciones de medios y de resultado, o entre responsabilidad subjetiva y objetiva, se percibe con mayor claridad en el marco del Convenio de Montreal. En este sentido, se diferencia entre los casos de accidente aéreo —y dentro de éste, en función de la entidad de los daños causados—, los daños al equipaje de mano, los daños al equipaje facturado, y los daños ocasionados por el retraso. No es preciso profundizar ahora en estas cuestiones, en la medida en que tanto el Reglamento como el Convenio de Montreal serán objeto de estudio en capítulos posteriores (82) .

d)  Otros derechos y obligaciones del transportista y del pasajero

Otra obligación a cargo del transportista es la de emitir un billete de pasaje. Esto constituye un deber accesorio pero imprescindible, cuya finalidad es que el pasajero pueda acceder a la aeronave y hacer uso del servicio de transporte contratado. El billete es un «título probatorio del contrato» (83) , aunque la prueba del acuerdo puede realizarse a través de la confirmación de la reserva, de la factura, o de la tarjeta de embarque, por ejemplo. El billete desempeña una segunda función de gran importancia, como es facilitar al pasajero exigir el cumplimiento de la prestación —si bien esto se hará normalmente con la tarjeta de embarque—, e incluso una tercera, en la medida en que suministra información al pasajero (84) .

En este sentido, el artículo 92 de la LNA obliga al transportista a «extender inexcusablemente el billete de pasaje», fijando una serie de menciones que deben constar en él: el lugar y la fecha de emisión, el nombre y la dirección del transportista, los puntos de salida y de destino, el nombre del pasajero, la clase y el precio del transporte, la fecha y la hora de viaje, y el itinerario a seguir y las escalas previstas. Además, el artículo 93 de la LNA califica el billete de pasaje como «un documento nominativo e intransferible», diciendo que «únicamente podrá ser utilizado en el viaje para el que fue expedido y en el lugar del avión que, en su caso, determine».

Por su parte, en el ámbito del transporte internacional, el artículo 3.1 del Convenio de Montreal dice que «en el transporte de pasajeros se expedirá un documento de transporte», el cual también debe contener una serie de datos. En particular, los puntos de partida y de destino, y, si tales puntos se encuentran en el territorio de un solo Estado Parte y se han previsto una o más escalas en el territorio de otro Estado, deberá indicarse al menos una de esas escalas. A continuación, el artículo 3.2 del Convenio de Montreal permite la sustitución del documento de transporte por cualquier otro medio en el que quede constancia de la información anteriormente indicada, pero, si se hace uso de esta facultad, el transportista deberá ofrecer al pasajero expedir una declaración escrita de la información conservada por tales medios alternativos. No obstante, el incumplimiento de estas obligaciones no impide la existencia y validez del contrato de transporte, ni tampoco la aplicación de las reglas del Convenio de Montreal, incluyendo las relativas a los límites de responsabilidad. Así lo indica expresamente su artículo 3.5.

Aún en el ámbito del transporte internacional, el artículo 3.1 del Convenio de Varsovia, tal y como fue modificado por el Protocolo de La Haya de 1955, establece de forma impersonal que en el transporte de pasajeros «deberá expedirse un billete de pasaje». Por el contrario, su versión original dice que «en el transporte de viajeros el porteador está obligado a expedir un billete de pasaje». La forma impersonal se utiliza para adaptarse mejor a la práctica, ya que los billetes son expedidos en ocasiones por agencias de viajes que representan a los transportistas, y no por éstos directamente (85) . En esta línea, no parece que sea exigible al transportista efectivo la expedición de un billete si el viajero ya ha recibido uno de una tercera parte que le permitirá el acceso a la aeronave (86) .

En cuanto a la falta, irregularidad o pérdida del billete, el artículo 3.2 del Convenio de Varsovia en su primera versión declara que no impiden la existencia y validez del contrato de transporte, por lo que también en este caso se trata de un título con valor probatorio (87) . El acuerdo estará igualmente sometido a las reglas del Convenio, pero, si el transportista admite al viajero sin expedir el billete de pasaje, no podrá servirse de las disposiciones del propio Convenio que excluyan o limiten su responsabilidad. Este precepto, en su redacción según el Protocolo de La Haya de 1955, mantiene que la ausencia, irregularidad o pérdida del billete no afectan a la existencia y validez del contrato, que estará regido por el Convenio igualmente. Si el transportista consiente el embarque del pasajero sin expedir el billete de pasaje, o si el billete no contiene el aviso del artículo 3.1.c) del Convenio —sobre la posibilidad de que el texto normativo sea de aplicación al contrato de transporte y la existencia de límites de responsabilidad—, el transportista no podrá invocar el artículo 22, el cual, precisamente, limita su responsabilidad.

Cuando las disposiciones normativas señaladas establecen que debe «extenderse» o «expedirse» un documento de transporte, evidentemente están pensando en una emisión y entrega del billete al pasajero. Y, por el tiempo en que fueron dictadas, tienen en mente un billete físico, un documento en soporte papel. Sin embargo, en el estado actual de las cosas, es mejor describir la obligación relativa al billete como un deber de emitirlo y ponerlo a disposición del pasajero en cualquier forma válida que le permita utilizarlo. De hecho, según el artículo 2.f) del Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos, un billete es «todo documento válido que dé derecho al transporte, o su equivalente en forma no impresa, incluida la electrónica, expedido o autorizado por el transportista aéreo o por su agente autorizado».

Además del documento de transporte al que se viene haciendo referencia, si hay un documento que a día de hoy cuenta con una gran importancia para los pasajeros, es la tarjeta de embarque. Su función es doble. Por un lado, sirve para que el transportista cumpla con la obligación contenida en el artículo 29 del Convenio sobre aviación civil internacional firmado en Chicago el 7 de diciembre de 1944 (Convenio de Chicago) —ratificado por España el 21 de febrero de 1947 (88) —, así como en el artículo 20 de la LNA. Estas dos normas señalan que, entre la documentación que deben llevar las aeronaves se encuentra, cuando transporten pasajeros, una lista con sus nombres, sus lugares de embarque y sus puntos de destino. Por otro lado, la tarjeta de embarque sirve para agilizar el acceso a la aeronave. El pasajero deberá realizar un trámite para obtener dicha tarjeta, y después deberá exhibirla para poder superar los controles de seguridad del aeropuerto y, finalmente, para acceder al aparato. Entre la información recogida en dicha tarjeta se encuentra el nombre del pasajero, el número de vuelo, la identidad del transportista, los horarios de embarque, de cierre de puertas y de viaje, el número de la puerta de embarque (si ya se conoce), el asiento asignado, y la clase o grupo en la que se viaja (89) .

Tal y como he tenido ocasión de subrayar en la introducción del presente capítulo, el transporte aéreo de pasajeros incluye también el transporte de su equipaje. Eso no impide que la prestación consistente en el traslado de equipaje siga estando mejor caracterizada como accesoria a la del traslado de las personas, y no como una prestación resultante de un contrato autónomo (90) . Y es que, evidentemente, el traslado del equipaje de los pasajeros está subordinado, depende y complementa al traslado de los propios pasajeros, siendo esos los criterios que permiten caracterizar una obligación como accesoria (91) .

El tipo de obligación asumida por el transportista, sin embargo, será diferente en función de si se trata del equipaje facturado o del de mano. El primero es entregado por el pasajero para que sea alojado en la bodega, recogiéndolo a su llegada a destino. En este caso, el transportista asume una responsabilidad por custodia desde el momento de la entrega. Lo mismo sucede respecto del equipaje que, constituyendo inicialmente equipaje de mano y previsto su transporte en cabina, finalmente es llevado en la bodega de la aeronave. Por el contrario, el transportista no custodia el equipaje de mano transportado en cabina, el cual permanece en poder del pasajero, sin perjuicio de que el personal de la aerolínea pueda manipularlo y gestionarlo en algunos momentos (92) . Por ejemplo, cuando no hay sitio para colocar el bulto en el compartimento superior que corresponde al asiento del pasajero, y la tripulación de cabina lo toma para depositarlo en otro. Este hecho no lo convierte en equipaje facturado, siempre que el pasajero tenga acceso a sus objetos durante el vuelo. En caso contrario, cuando el equipaje es situado en otro lugar de la cabina que el pasajero desconoce o al que no puede acceder, quizás sí deba considerarse que el transportista asume la responsabilidad por custodia (93) . Con relación al equipaje de mano, la obligación del transportista es, más bien, «tolerar» su acceso al avión cuando reúna las condiciones de peso y volumen establecidas, y siempre que haya espacio suficiente. No es preciso detenerse ahora en el régimen de responsabilidad por incidencias relativas al equipaje, puesto que ello se tratará en un capítulo posterior de la obra (94) .

El artículo 99 de la LNA obliga a registrar el equipaje facturado en un talón anexo, siempre que no sea anotado ya en el propio billete, estableciendo también que la entrega del equipaje en destino se hará contra presentación del billete o talón, pudiendo exhibir estos documentos cualquier persona. Si no se presentan tales documentos, el transportista podrá diferir la entrega del equipaje hasta que se verifique la identidad de la persona que lo reclama. No obstante, es evidente que, en la práctica, la entrega del equipaje no se hace contra presentación de un documento. Los equipajes suelen colocarse en una cinta móvil, y cada persona recoge de ella sus pertenencias. En el marco de los textos internacionales, el deber de emitir un talón de equipaje se prevé en el artículo 4.1 del Convenio de Varsovia y en el artículo 3.3 del Convenio de Montreal.

El artículo 4.3 del Convenio de Varsovia en su versión original indica las menciones que debe contener el talón de equipaje: el lugar y la fecha de la emisión, los puntos de partida y de destino, el nombre y la dirección del porteador, el número de billete, la indicación de que la entrega de los equipajes se hará al portador del talón, el número y el peso de las mercancías, el importe del valor declarado en su caso, y la indicación de que el transporte queda sometido al régimen de responsabilidad establecido en el Convenio. El Protocolo de La Haya de 1955 suprime los tres primeros apartados del artículo 4 del Convenio de Varsovia, reemplazándolos por un apartado primero que, tras enunciar el deber de expedir un talón de equipaje, se refiere al caso de que dicho talón no esté combinado con un billete de pasaje que cumpla con los requisitos del artículo 3.1.c) resultante del mismo Protocolo. Este último precepto obliga a insertar un aviso de que, cuando el punto final de destino o una escala del viaje tienen lugar en un Estado que no es el de partida, el transporte podrá estar regulado por el Convenio de Varsovia. El aviso debe advertir de que el Convenio limita en la mayoría de los casos la responsabilidad del transportista por muerte o lesiones, así como por la pérdida o averías del equipaje. Cuando el talón de equipaje no se combine con un billete como el descrito, deberá recoger los puntos de partida y destino, indicar al menos una escala —cuando el transporte tenga sus puntos de origen y destino en un mismo Estado parte pero existan una o varias escalas en el territorio de otro Estado—, y un aviso sobre la posible aplicación del Convenio y sobre la existencia de límites de responsabilidad en relación con el equipaje.

De manera análoga a lo que sucede con el billete de pasaje, la versión primigenia del artículo 4.4 del Convenio de Varsovia dice que el contrato existirá, será válido y estará sometido al Convenio aunque falte o se pierda el talón, o éste sea irregular. Cuando el transportista acepte el equipaje sin expedir el talón, si en éste no se indican ciertas informaciones, o si en él no se incluye el aviso de que el transporte queda sometido al régimen de responsabilidad establecido en el propio Convenio, el transportista no podrá servirse de las disposiciones normativas que excluyen o limitan su responsabilidad. El Protocolo de La Haya de 1955 suprime el artículo 4.4, sustituyéndolo por un nuevo artículo 4.2 cuyo contenido es similar. De acuerdo con este artículo 4.2, el transportista no podrá limitar su responsabilidad si no entrega el talón de equipaje. Y tampoco cuando, no estando combinado con o incorporado a un billete de pasaje que cumpla con los requisitos del ya citado artículo 3.1.c) del Convenio de Varsovia en su versión del Protocolo de La Haya, el talón no contiene el aviso relativo a la aplicabilidad del Convenio y a los límites de responsabilidad por el equipaje.

Con respecto al Convenio de Varsovia, el Convenio de Montreal simplifica las obligaciones documentales. El artículo 3.3 dispone, simplemente, que «el transportista entregará al pasajero un talón de identificación de equipaje por cada bulto de equipaje facturado». A continuación, su artículo 3.4 obliga a entregar al pasajero «un aviso escrito indicando que cuando sea aplicable el presente Convenio, éste regirá la responsabilidad del transportista por muerte o lesiones, y por destrucción, pérdida o avería del equipaje, y por retraso». Ahora bien, de conformidad con el artículo 3.5, la vulneración de estas normas no obsta para que el contrato se tenga por celebrado válidamente, ni tampoco para la aplicación del Convenio —incluso las limitaciones de responsabilidad establecidas en él—.

Es posible debatir si el talón de equipaje debe entregarse en papel. A día de hoy así sucede, y, ciertamente, existen algunas dificultades para que eso cambie. Por ejemplo, el hecho de que el talón deba emitirse en el momento de depositar el equipaje para su custodia por el transportista, ya en el aeropuerto. No obstante, las dificultades no son insalvables, y creo que no tardará demasiado el día en que el talón de equipaje se entregue en soporte electrónico, al menos a algunos pasajeros. No parece impensable que, en el momento de depositar el equipaje, un sistema automatizado envíe un documento electrónico a la dirección de correo electrónico del pasajero, o al que éste pueda acceder a través de una aplicación móvil. Ciertamente, existe el riesgo de que el envío del documento falle, o de que el archivo sea defectuoso. Pero ese riesgo no es superior al que existe en los procedimientos automatizados de depósito de equipaje —cada vez más frecuentes— de que el talón en papel no se imprima correctamente.

También hay que referirse al equipaje que, siendo inicialmente de mano, y previendo el pasajero transportarlo en cabina, finalmente debe ser trasladado en la bodega del avión debido a las limitaciones de espacio en la aeronave. Ya sea en la puerta de embarque, ya sea en la pista, el pasajero se lo entrega al personal de la compañía o del servicio de handling, recibiendo un documento que prueba esa entrega. No obstante, en ocasiones el documento carece de las menciones obligatorias, o refleja expresamente que no es un talón de equipaje. Con semejante práctica, el transportista intenta que el bulto no sea considerado equipaje facturado, aspecto importante por el distinto régimen de responsabilidad. Semejante intento debe resultar infructuoso. La consideración del equipaje como facturado no puede depender de que la compañía aérea entregue un documento que reúna las características del talón de equipaje, ni de la definición de equipaje facturado que prevea la aerolínea en sus condiciones generales. La clave residirá en quién tiene la custodia del objeto durante el transporte. En consecuencia, todo bulto que viaje en la bodega deberá ser considerado equipaje facturado (95) .

Otra obligación del transportista aéreo se subdivide en un haz de deberes que podrían denominarse de información, y a los que en estas líneas solo se les dedicará una sucinta referencia.

Desde un punto de vista general, y como obligaciones de información no limitadas al transporte aéreo, se encuentran las establecidas en el Texto Refundido de la ley general para la defensa de los consumidores y usuarios. Con un carácter amplio, el artículo 8 del TRLGDCU reconoce a los consumidores el derecho a obtener la información correcta sobre los diferentes bienes o servicios, calificándolo como un derecho básico. El artículo 12 obliga a los empresarios a comunicar al consumidor los riesgos de los bienes y servicios que resulten de un uso previsible de los mismos. El artículo 60 del TRLGDCU contiene el deber de facilitar al consumidor de forma clara y comprensible, y antes de que éste quede vinculado contractualmente, «la información relevante, veraz y suficiente sobre las características principales del contrato, en particular sobre sus condiciones jurídicas y económicas», salvo que esta información ya sea manifiesta por el contexto en el que se actúa. Se consideran relevantes las indicaciones contenidas en el apartado segundo del precepto, y el apartado cuarto aclara que la información precontractual debe facilitarse de forma gratuita y, al menos, en español. También hay la obligación de informar sobre el derecho de desistimiento, impuesta por el artículo 69 del TRLGDCU, y obligaciones de transparencia relativas a las cláusulas no negociadas individualmente, según lo previsto en el artículo 80 (96) . A todo ello se añade el artículo 98.2 del TRLGDCU, en sede de requisitos de forma de los contratos celebrados a distancia (97) . Otro texto legal que contiene normas relativas a la información es la ley de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. En particular, sus artículos 27 y 28, que prevén obligaciones tanto anteriores como posteriores a la celebración del contrato.

Ya en el ámbito específico del transporte aéreo, destaca el deber de información recogido en el artículo 14 del Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos. Dado que a este precepto se dedica un apartado propio en un momento posterior de esta obra, no es preciso detenerse ahora en él (98) . Finalmente, y también en el ámbito específico del transporte aéreo, resulta imprescindible remitir al lector al ya citado artículo 11 del Reglamento (CE) núm. 2111/2005, precepto que fue mencionado al aludir a la posibilidad de sustitución del transportista aéreo (99) .

Por otro lado, el artículo 95 de la LNA reconoce el derecho del pasajero a renunciar a su viaje, obteniendo la devolución del precio del pasaje, siempre que la renuncia sea efectuada en un plazo que se fija reglamentariamente. En este sentido, hay que acudir al Real Decreto 2047/1981, de 20 de agosto, por el que se establecen normas a seguir en caso de anulación de plazas y reembolso de billetes en el transporte aéreo (100) . Su artículo 1 abre la puerta a que los transportistas obtengan una compensación por el perjuicio que les cause la cancelación de plazas o la no utilización de la reserva, compensación que tendrá la forma de un cargo al pasajero. El artículo 2 establece que este cargo será del veinte por ciento del precio del billete, debiendo quedar establecido en las condiciones contractuales; y siendo aplicado cuando el pasajero no haya notificado la anulación con al menos veinticuatro horas de antelación (101) . Además, el artículo 4 establece que el porcentaje se calcula sobre «el importe del billete que corresponda al trayecto o trayectos objeto de cambio o reembolso», lo que, en opinión de algunos, significa que para el cálculo no se tienen en cuenta las tasas (102) . Los artículos 5 y 6 recogen algunas limitaciones o exclusiones de la posibilidad de imponer el cargo al que se ha aludido. No obstante, el transporte aéreo actual se caracteriza por ofrecer tarifas a precios reducidos que no admiten ningún tipo de cambio ni de cancelación, y tales cláusulas suelen ser declaradas válidas por los tribunales, negando su carácter abusivo porque no se produce una falta de reciprocidad (103) .

Hasta ahora, en el presente epígrafe han predominado las obligaciones del transportista para con el pasajero, a las que se añade el derecho del pasajero de renunciar a su reserva. Sin embargo, el pasajero también tiene obligaciones que van más allá del pago del precio, y que pese a ser accesorias, no son baladíes.

El pasajero debe mantener un comportamiento adecuado durante las operaciones de embarque y desembarque, y a bordo durante todo el vuelo (104) . Entre los ejemplos más claros de incumplimientos de este deber se encuentran las agresiones verbales y físicas, y el uso de teléfonos móviles y de otros dispositivos electrónicos fuera de las fases en las que su uso está permitido (105) . Hay otras conductas inapropiadas que se repiten continuamente, y que deben criticarse aun cuando no tengan prácticamente ninguna consecuencia. Por ejemplo, levantarse antes de que la aeronave se haya detenido completamente y de que el piloto haya apagado la luz que indica la obligatoriedad de tener abrochado el cinturón de seguridad. O utilizar auriculares y no prestar atención a las instrucciones de seguridad que proporciona la tripulación del vuelo antes del despegue.

Todas estas obligaciones tienen como trasfondo el deber de colaboración del pasajero para con el transportista, deber que se deriva del principio de buena fe proclamado por el artículo 1258 del CC (106) . Pero también guardan una estrecha relación con el ámbito de la seguridad aérea, y más concretamente con el artículo 41 de la LSA. De conformidad con este artículo, tanto los pasajeros como cualesquiera otras personas físicas y jurídicas usuarias de servicios aeronáuticos deben, por un lado, «cumplir las normas, reglas, medidas y condiciones de seguridad en vigor tanto a bordo de las aeronaves como en los aeropuertos, aeródromos y demás instalaciones aeroportuarias». Y, por otro lado, «atender las órdenes, instrucciones y directrices de las autoridades aeroportuarias y del personal aeronáutico dirigidas a preservar el orden y la seguridad de las actividades u operaciones aeronáuticas».

La conducta diligente y apropiada exigida al pasajero también es importante con relación a los propios derechos de éste. Por ejemplo, el artículo 20 del Convenio de Montreal permite la exoneración parcial o total de responsabilidad del transportista si prueba que el daño causado y por el que el pasajero reclama se debe a la propia negligencia de este último, o al menos su conducta ha contribuido a él. Asimismo, en el ámbito del Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos, la noción de denegación de embarque queda restringida a los casos en los que el transportista se niega injustificadamente a transportar a los pasajeros. En este sentido, el artículo 2.j) del Reglamento menciona los motivos de seguridad entre los motivos razonables para denegar el embarque. Por último, tampoco debería olvidarse que el artículo 96 de la LNA faculta al transportista para denegar el transporte a aquellos pasajeros que puedan constituir un peligro o perturbación para el buen régimen de la aeronave (107) .

Otros aspectos que podrían denominarse obligaciones del pasajero son presentarse al embarque y haber efectuado la facturación de su equipaje con la debida antelación (108) . Sin embargo, este tipo de cuestiones son, más bien, requisitos, condiciones o exigencias para que entren en juego determinadas normas sobre el transporte aéreo de pasajeros. Ello queda patente, por ejemplo, en el artículo 3.2 del Reglamento sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos (109) .

Algo similar sucede con el deber de portar la documentación requerida. En este contexto, son importantes los artículos 8 y 9 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana (110) . El primero señala, entre otras cosas, que el Documento Nacional de Identidad español tiene suficiente valor por sí solo para la acreditación de la identidad y los datos personales de su titular, mientras que el segundo establece, por ejemplo, la obligatoriedad de contar con dicho documento a partir de los catorce años de edad.

Otro texto normativo de interés es el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (111) . De conformidad con su artículo 4, los ciudadanos de la Unión Europea podrán entrar en territorio español con su pasaporte o documento de identidad válido y en vigor en el que conste su nacionalidad; mientras que los miembros de su familia que no posean la nacionalidad de alguno de los Estados miembros precisarán del visado de entrada cuando así lo establezca el Reglamento europeo correspondiente. Por consiguiente, la Tarjeta de Identidad de Extranjero no es un documento válido a los efectos del desplazamiento en avión. Tal y como se recoge actualmente en el artículo 210.2 del Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009 (112) , dicha tarjeta tiene por objeto «identificar al extranjero a los efectos de acreditar su situación legal en España». Objeto éste que debe considerarse único, no sirviendo la tarjeta para la identificación en el marco de los desplazamientos aéreos por la Unión Europea (113) .

También habrá de prestarse atención a las condiciones de la tarjeta de residencia permanente para miembros de la familia que no tengan la nacionalidad de un Estado miembro de la Unión Europea, prevista en el artículo 11 del Real Decreto 240/2007. Según su apartado tercero, «las interrupciones de residencia no superiores a dos años consecutivos, no afectarán a la vigencia de la tarjeta de residencia permanente». Esto implica que cuando el pasajero haya salido de España y pretenda regresar, deberá probar el cumplimiento de ese requisito para que su tarjeta siga teniendo validez. Dicha prueba será posible mediante el pasaporte, en el que constará la fecha de salida de España. Pero, si durante la estancia en el extranjero la persona cambia su pasaporte, deberá conservar el antiguo, pues de lo contrario no podrá probar en qué momento hizo su salida. De no poder probarlo, se le denegará el embarque válidamente por falta de la documentación necesaria, tal y como ha sucedido en el caso enjuiciado por la SAP de Barcelona de 8 de septiembre de 2017 (114) .

En el ámbito de la Unión Europea, también hay que citar el Reglamento (CE) núm. 300/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de marzo de 2008, sobre normas comunes para la seguridad de la aviación civil y por el que se deroga el Reglamento (CE) núm. 2320/2002 (115) . El Reglamento núm. 300/2008 tiene por objeto fijar una serie de normas comunes para proteger a la aviación civil de actos de interferencia ilícita que comprometan la seguridad de la aviación civil, pero se permite expresamente que los Estados miembros apliquen medidas más estrictas. Además, su artículo 10 obliga a cada uno de los Estados a elaborar un programa nacional de seguridad para la aviación civil.

En esta línea, debe mencionarse la Resolución de la Secretaría General de Transportes de 16 de julio de 2012, por la que se publica el Acuerdo de Consejo de Ministros de 6 de julio de 2012 —mediante el cual se modificó el Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de mayo de 2006, por el que se aprobó el Programa Nacional de Seguridad para la Aviación Civil— (116) ; y comentar la Resolución de la Secretaría General de Transporte de 30 de agosto de 2017, por la que se aprueba la actualización de la parte pública del Programa Nacional de Seguridad para la Aviación Civil (117) . Dentro de esta última resolución, el capítulo 4 se dedica a los pasajeros y al equipaje de mano, debiendo introducir aquí una breve referencia a su artículo 4.1.4, sobre la documentación que deben aportar los pasajeros en los mostradores de facturación y puertas de embarque, a los efectos de confirmar que su identidad se corresponde con la del titular de la tarjeta de embarque.

En este contexto, en los vuelos nacionales, el pasajero español menor de catorce años que viaje acompañado está exento de portar documentación de identificación, haciéndose responsable la persona con la que realice el viaje. Si viaja solo, sí necesitará portar el DNI en vuelos nacionales o a un Estado del espacio Schengen, y el pasaporte —y en su caso un visado— en vuelos internacionales o a un Estado miembro de la Unión Europea no del espacio Schengen. Si el menor de edad es de nacionalidad extranjera, necesitará un pasaporte individual y un documento justificativo de su estancia regular en su país de residencia (118) . El pasajero español mayor de catorce años precisará del DNI o pasaporte no necesariamente en vigor, o de un carnet de conducir expedido en España. Los nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea o del espacio Schengen —también de Andorra— podrán identificarse con su pasaporte o documento de identidad válido no necesariamente en vigor, con un certificado de registro de la Unión Europea, o con un carnet de conducir expedido en España. Los ciudadanos de terceros países se identificarán mediante un pasaporte o documento de viaje válido en vigor, mediante un permiso de residencia en vigor —español o de alguno de los Estados del espacio Schengen—, o mediante su carnet de conducir expedido en España.

En un vuelo con partida desde España y con destino otro país de la Unión Europea o del espacio Schengen —incluyéndose también Andorra— el pasajero deberá contar con pasaporte o DNI en vigor. Ahora bien, viajando a Alemania, Austria, Bélgica, Francia, Holanda, Italia, Liechtenstein, Luxemburgo, Malta, Mónaco, Portugal, Suecia y Suiza, el pasajero podrá viajar con un pasaporte caducado hasta cinco años después de finalizado su vigencia. Los nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea o del espacio Schengen —nuevamente, también de Andorra— se identificarán con su pasaporte o con un documento de identidad válido en vigor. Los ciudadanos de terceros países, con su pasaporte o documento de viaje válido y en vigor. Finalmente, en un vuelo con salida desde España y destino a terceros países no miembros de la Unión, el pasajero español necesitará un pasaporte en vigor, mientras que el resto de pasajeros precisarán de pasaporte o documento de viaje válido y en vigor.

No es obligación del transportista aéreo informar al pasajero de los visados u otra documentación que resulten imprescindibles para la entrada en el país de destino. El transportista cumple con su obligación derivada de la buena fe advirtiendo al pasajero en el momento de la contratación de que deberá estar en posesión de la documentación que exija el país de destino, correspondiendo al pasajero verificar cuál es dicha documentación. Por lo tanto, no se aplica el mismo estándar que respecto de los viajes combinados, supuesto en el que el artículo 152.1.e) del TRLGDCU obliga al detallista u organizador del viaje a recoger en el programa o folleto informativo «la información de índole general sobre las condiciones aplicables a los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea en materia de pasaportes y de visados, y las formalidades sanitarias necesarias para el viaje y la estancia». Cuando se trata de la entrada en España, cabe recordar que las compañías aéreas están obligadas a «realizar la debida comprobación de la validez y vigencia, tanto de los pasaportes, títulos de viaje o documentos de identidad pertinentes, como, en su caso, del correspondiente visado de los que habrán de ser titulares los extranjeros», de acuerdo con el artículo 66.3.a) de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social (119) .

Hay que subrayar que las compañías aéreas se limitan a velar por el cumplimiento del Programa Nacional de Seguridad, lo que significa que no pueden exigir otros requisitos que los establecidos en el mismo (120) . El artículo 4 de dicho Programa es Derecho imperativo, por lo que cualquier cláusula contractual de un transportista que requiera la exhibición de documentos diferentes a los allí indicados es nula del pleno derecho (121) . La cuestión tiene relevancia práctica, principalmente, por algunas denegaciones de embarque a menores de edad que se produjeron en contravención del citado artículo 4 del Programa Nacional de Seguridad, y que por lo tanto eran denegaciones de embarque injustificadas (122) .

Otro error que puede producirse con relación a la identificación del pasajero consiste en reservar el billete a nombre de una persona, proporcionando algún dato identificativo que corresponde a otra, como el DNI de su acompañante. Este fue el caso de la SAP de Madrid de 28 de noviembre de 2005, en la que la Audiencia califica la exigencia de identidad como «un requisito esencial de la prestación del servicio», hasta el punto de que dicha prestación queda supeditada a la identificación del pasajero. En este sentido, se dijo, «si el adquirente incumple las condiciones de identificación el billete carece de validez y a partir de esta ineficacia no es exigible la contraprestación: el transporte», por lo que el transportista no comete ninguna infracción si deniega el embarque y obliga al pasajero a adquirir un nuevo billete (123) .
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